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More than one hundred and fifty years of anthropo-
genic emissions have managed to submerge the world 
in the depths of a great ocean of climate crisis.  In this 
context, energy efficiency policies in the Argentine 
Republic, in a process of decarbonization of the econ-
omy consistent with the Paris Agreement, turn out to 
be an essential instrument for every government. In 
this analysis, we refer to the national and international 
background of energy efficiency, and its importance in 
the field of the economics of climate change.  Finally, 
we list the key sectors that will allow us to contribute 
to the rational and efficient use of energy, and the 
fulfillment of the sustainable development goals by 
the year 2030. From a public policy approach, energy 
efficiency constitutes a flexible instrument to carry 
out a holistic approach to the multiple problems that 
a country faces, such as climate change, industrial 
competitiveness, sustainable economic development 
and energy security.
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Más de ciento cincuenta años de emisiones antro-
pogénicas, han logrado sumergir al mundo en las 
profundidades de un gran océano de crisis climática. 
En este contexto, las políticas de eficiencia energética 
en la República Argentina, en un proceso de descar-
bonización de la economía consistente con el Acuerdo 
de París, resultan un instrumento imprescindible para 
todo gobierno. En este análisis, nos referimos a los an-
tecedentes nacionales e internacionales de la eficiencia 
energética, y a su importancia en el campo de la eco-
nomía del cambio climático. Finalmente, enunciamos 
los sectores claves que nos permitirán contribuir con 
el uso racional y eficiente de la energía, y el cumpli-
miento de los objetivos de desarrollo sostenible hacia 
el año 2030. Desde un enfoque de políticas públicas, la 
eficiencia energética constituye un instrumento flexi-
ble, para realizar un abordaje holístico de los múltiples 
problemas que un país enfrenta, tales como, cambio 
climático, competitividad industrial, desarrollo econó-
mico sostenible y seguridad energética.
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Más de ciento cincuenta años de actividades 
antropogénicas concentradas luego de dos revo-
luciones industriales, dos guerras mundiales, y la 
falta de sensatez y coherencia de la comunidad po-
lítica y económica mundial, han dirigido al mundo 
a sumergirse en una gran crisis climática.

La tasa de crecimiento del dióxido de carbono 
atmosférico (CO2), el mayor contribuyente al 
proceso de cambio climático inducido por la mano 
del hombre, se está incrementando rápidamente 
producto de tres procesos, a saber: el crecimien-
to de la economía mundial, el incremento en la 
intensidad del carbono desde el año 2000 y, el 
aumento de la fracción del aire de las emisiones 
de CO2 a largo plazo (50 años), producto de una 
menor eficiencia en la capacidad de absorción de 
gases por sumideros naturales (tierra, océanos y 
bosques) (Canadell, et al., 2007; OLADE, 2019b).

Ante un Planeta Tierra que manifiesta el ago-
tamiento de sus recursos naturales y la incapacidad 
de ocultar las implicancias socio-ambientales de 
un proceso antropogénico de carácter incremental, 
según Nordhaus (1973), la adecuación de la ges-
tión energética y la viabilidad de un crecimiento 
económico sostenible ante un planeta finito, nos 
demuestra la existencia de un 

, que deberá tenerse presente en las polí-
ticas climáticas globales. 

En este contexto, la humanidad necesita 
urgentemente la aceleración de cambios de pa-
radigmas respecto a la visión que se posee sobre 
la sostenibilidad ambiental, los instrumentos de 
política, los instrumentos de mercado y las prác-
ticas de inversión, producción y consumo. En este 
sentido, es necesario un cambio en las reglas de 
juego en las relaciones que se manifiestan entre 
el sector público, el sector privado, el sector de 
conocimientos y la ciudadanía (CEPAL, 2014). Las 
reglas de juego deben converger a un equilibrio 
natural y armónico, donde se garantice la supervi-
vencia humana, de las especies y la sostenibilidad 
de los recursos que posee el Planeta.

La búsqueda sistemática de alternativas de 
planificación energética, a través de diseños de 

mecanismos y sistemas de gestión novedosos, 
que combinen óptimamente variables tales como, 
demanda y oferta energética, crecimiento econó-
mico sostenible, crecimiento áureo de los recursos 
naturales, dispositivos tecnológicos, etc., se vuelve 
una necesidad expedita. Desde esta perspectiva, la 
asignación eficiente de los recursos energéticos 
(Nordhaus, 1973), constituye hace casi medio 
siglo, la instauración de un cambio de paradigma 
sobre la concepción de la economía del cambio 
climático que se encuentra en un proceso de tran-
sición y aprendizaje continuo.

Una de las piezas claves de este modelo 
deseado de crecimiento económico sostenible, lo 
constituyen las estrategias basadas en el uso ra-
cional y eficiente de la energía, y la utilización de 
fuentes energéticas de origen renovable. Respecto 
a la , podemos decir que 
la misma constituye una estrategia fundamental 
que nos permitirá reducir la intensidad energética 
(consumo energético por unidad de valor agre-
gado), en los diferentes sectores de la economía, 
especialmente en sectores industriales, transporte, 
residencial, público, etc., incrementando el grado 
de competitividad de los bienes y servicios y me-
jorando el perfil de rentabilidad de los actores eco-
nómicos, sin alterar los niveles de confort de los 
consumidores/ usuarios de la energía (Camarda, 
2017; Carpio y Coviello, 2013; OLADE, 2019b). 

La complejidad inherente al 
 impone una serie de desafíos tanto a ni-

vel global como local; los Estados soberanos deben 
considerar diferentes alternativas de evaluación 
de las estrategias de adaptación y mitigación del 
cambio climático en torno a la relación coste-be-
neficio económica, energética, ambiental y social, 
fundamentalmente en aquellos sectores económi-
cos y sociales más vulnerables al impacto negativo 
del cambio climático (Agrawalla and Frankhauser, 
2008).

El proceso de gestión de los distintos planes 
de estabilización del cambio climático, conlleva a 
grandes desafíos para los líderes mundiales, en 
especial, aquellos que son considerados grandes 
consumidores de fósiles y emisores de carbono. 
La gestión efectiva, tanto de las causas como de 
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las consecuencias adversas del CC, resulta mucho 
más compleja, y esto se debe en parte, a las res-
tricciones políticas, económicas e institucionales 
existentes en los diferentes países, como a la he-
terogeneidad y asimetrías presentes en los grupos 
socioeconómicos y sectores productivos afectados 
(CEPAL, 2015).

De acuerdo a Allen et al. (2009), de un total 
correspondiente a un billón de toneladas de carbo-
no de emisiones antropogénicas, donde aproxima-
damente la mitad se ha emitido desde los inicios de 
la industrialización, los resultados demuestran un 
calentamiento inducido por el dióxido de carbono 
máximo de 2°C por encima de las temperaturas 
preindustriales. 

Las evidencias científicas brindan señales cla-
ras, de que los esquemas productivos, comerciales 
y financieros utilizados hasta el momento han 
llegado a un nivel de insostenibilidad, que necesita 
ser revertido a través de nuevos enfoques y pa-
radigmas que nos conduzcan sobre un camino de 
transición energética hacia prácticas y estructuras 
de comportamiento más equilibradas, sostenibles 
y ajustadas a los cauces naturales de los recursos 
que posee el planeta. 

Uno de los enfoques necesarios para afrontar 
este proceso de transición energética, es el 

 
a través de un esquema productivo y energético 
que permite integrar y complementar eficiencia 
económica y energética, logrando reducir la tasa 
global de intensidad energética y el nivel de emi-
siones de gases de efecto invernadero (GEI).

El enfoque basado en el uso racional y efi-
ciente de la energía, posee una gran variedad 
de instrumentos de políticas e instrumentos de 
mercado; la elección adecuada de cada uno de ellos 
es indispensable para obtener niveles óptimos de 
ahorro energético y mejorar la performance ener-
gética de los actores económicos. 

Desde esta perspectiva, la comunidad global 
debe asumir un compromiso sobre la integración 
de las políticas energéticas e industriales a las 
políticas climáticas, garantizando un desarrollo 
económico genuino y sostenible a largo plazo con 
bajos niveles en carbono.

En un mundo sumergido en una gran crisis 
climática, las intervenciones gubernamentales en 
el sector de la energía ofrecen importantes opor-
tunidades para reducir tanto el efecto invernadero 
como otras contaminaciones perjudiciales para la 
salud, obteniendo múltiples . Las ma-
yores fuentes mundiales de GEI antropogénicos, 
provienen de aquellas actividades asociadas con la 
quema de combustibles destinadas a satisfacer los 
diversos usos y aplicaciones de los diferentes per-
files de consumo energético; por lo tanto, aunque 
las acciones en otros sectores puedan ayudar, una 
mitigación global seria requerirá cambios signifi-
cativos en las alternativas de producción y uso de 
la energía (Smith and Haigler, 2008).

El proceso de combustión de los recursos 
fósiles conduce a la emisión de dióxido de carbono 
(CO2) a la atmósfera, y el aumento de la concen-
tración atmosférica conduce a un incremento de 
las temperaturas superficiales (Nordhaus, 1977).

En 

, Nordhaus (2018), sostiene que en la 
actualidad no se han registrado mejoras en las ten-
dencias de emisiones, y advierte que existen datos 
concretos sobre la aceleración que tendrá el cambio 
climático en el próximo siglo, si los gobiernos no 
cambian la dirección de las políticas “mínimas” de 
acción climática. Además, en relación al 

, considera poco probable que las naciones 
puedan alcanzar el objetivo de 2°C, incluso si 
elaboran políticas ambiciosas en un horizonte de 
corto plazo. La mayoría de los países se encuen-
tran en una senda normal de políticas mínimas 
para reducir sus emisiones, desarrollando políticas 
no cooperativas, que, si bien pueden favorecer el 
interés socio-económico nacional, lejos se encuen-
tran de consolidarse como un sistema de políticas 
de reciprocidad y cooperación global.

Otras pruebas de las 
, las encontramos en Davis 

and Socolow (2014), al sostener que el mundo 
sigue construyendo centrales eléctricas basadas 
en el carbón; a nivel mundial se agregaron 89 
gigavatios por año (GW/año) de nueva capacidad 



de generación de carbón en el período 2010-2012, 
representando esta cifra 23 GW/año más respecto 
al período 2000-2009, y 56 GW/año más en re-
lación al período 1990-1999. En lo que respecta a 
las plantas de gas, éstas muestran una tendencia 
de similares características a las mencionadas an-
teriormente.

En lo que concierne a las emisiones totales 
comprometidas desde el sector de energía, éstas 
crecen a una tasa en el orden del 4% anual aproxi-
madamente, alcanzando un nivel de 307 Gt CO2 
(gigatonelada de dióxido de carbono) en el año 
2012. 

La comunidad energética mundial, parece 
preocuparse más por las emisiones anuales del 
capital existente que por las emisiones futuras del 
capital existente incluido las inversiones adiciona-
les de capital. Desde esta perspectiva, un enfoque 
de políticas públicas energéticas globales, debe 
contener un detalle claro de la 

, en un horizonte 
temporal de corto, mediano y largo plazo, respecto 
al nivel de emisiones de GEI, tanto de dotaciones 
de capital existentes como de las inversiones adi-
cionales realizadas o a realizarse.

Este , 
debería permitirnos contar con información dis-
ponible en la búsqueda del espacio-tiempo ideal 
u óptimo para desplegar medidas de adaptación 
y mitigación, con el fin de estabilizar las concen-
traciones de gases de efecto invernadero evitando 
efectos antropogénicos sobre el sistema climático 
(Wigley, Richels and Edmonds, 1996). 

Merece especial atención el análisis de la di-
námica acontecida en aquellos sectores energoin-
tensivos, fundamentalmente en lo que respecta a 
los niveles de intensidad energética y emisiones, 
con sus correspondientes efectos a nivel energéti-
co y ambiental (Yang, 2019).

Los sectores energointensivos necesitan de 
un sistema de incentivos sólido para invertir en 
tecnologías innovadoras con bajo nivel de conta-
minación, que permitan realizar un aporte consi-
derable a la reducción de la intensidad energética 
y las emisiones de gases de efecto invernadero 
(Asafu-Adjaye and Mahadevan, 2013).

En cada etapa de la cadena de valor de la ener-
gía, desde el proceso de investigación y desarrollo, 
perforación, extracción, diseños y métodos alter-
nativos de producción, transporte, distribución, y 
consumo final, observamos que existen diferentes 
grados de propensión a generar emisiones, de-
pendiendo de la naturaleza y complejidad de cada 
actividad, el riesgo inherente a cada actividad, 
los dispositivos tecnológicos a disposición, y las 
herramientas de gestión energéticas disponibles, 
entre otros factores. 

En cada fase, se debe realizar un proceso de 
medición y ponderación de la energía realmente 
utilizada, la energía desperdiciada, así como 
también el nivel de emisiones de gases que cada 
clasificación conlleva, y el impacto que genera en 
el medio ambiente. Debe desarrollarse un 

, donde se detalle claramente la intensi-
dad energética real de cada proceso, el consumo de 
energía desperdiciado, el nivel de emisiones real 
del proceso, y el nivel de emisiones asociado a la 
deficiencia en la gestión de los recursos energéti-
cos.

Ahora bien, la complejidad asociada al tipo de 
actividad/proceso, puede originar ciertas dificulta-
des en la medición y evaluación de las variables 
seleccionadas en el sistema de cuentas energéticas, 
lo que nos conduce inevitablemente a un 

. Esta situación, no 
nos permite discernir y observar claramente las 
bondades y perjuicios de cada actividad dentro 
de un proceso energético, lo que dificulta la rea-
lización de un programa de eficiencia energética 
destinado a eficientizar la gestión de los recursos 
energéticos. 

Ante una medida de eficiencia energética, 
tenemos dos resultados posibles, cumplir con 
los objetivos de política energética y generar 
un ahorro de energía positivo, es decir, lograr el 

, o bien, ob-
tener un ahorro energético negativo o 

. Esta ambivalencia de la eficiencia 
energética, nos invita a analizar la coexistencia de 
dos perfiles de resultados distintos y diferenciados 
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de la EE, dando origen al 

El análisis de la dualidad energética, bajo 
ciertas condiciones, nos brinda información sobre 
el grado de sensibilidad en los resultados energéti-
cos ante diferentes perfiles de consumo energéti-
co, y la eficiencia generalizada de los mecanismos 
que nos permitirían fortalecer la integridad de un 
programa global de eficiencia energética.

El problema ocurre ante la presencia de 
información incompleta, asimétrica e imperfecta, 
en relación a los costes y beneficios energéticos/
ambientales, que amplifican el estadio de in-
certidumbre de la actividad en cuestión. Desde 
esta perspectiva, el 

 nos dice lo siguiente: ante la carencia 
de información completa y oportuna, se produce 
una clara disociación de la relación y evolución 
dinámica existente entre el desahorro energético 
(DE) y el ahorro energético planificado (AEP) por 
espacio-tiempo.

Por otro lado, algunos autores como Wang 
and Wei (2020), hablan de la importancia de 
determinar los valores de umbral óptimos en la 
reducción de CO2 en las políticas tecnológicas 
y regulaciones ambientales, evitando posibles 
efectos rebotes y caer en la trampa de la eficien-
cia energética, paradoja verde, etc., conceptos 
similares al dilema de la dualidad energética. El 
problema asociado a muchos modelos de cambio 
climático, es justamente el factor incertidumbre 
reinante en las estimaciones y variables seleccio-
nadas, especialmente a los factores que cambian el 
uso del suelo (CEPAL, 2014).

Desde esta perspectiva, la evaluación de las 
incertidumbres en las proyecciones del calenta-
miento global a menudo se basa en el juicio de 
expertos, ya que una serie de variables clave del 
cambio climático se encuentran mal cuantificadas. 
En especial, la sensibilidad del clima a los cambios 
en las concentraciones de gases de efecto inverna-
dero en la atmósfera y los efectos de forzamiento 
radiativo de los aerosoles no están bien limitados, 
lo que genera grandes incertidumbres en las 
simulaciones del calentamiento global (Knutti, 
Stocker, Joos and Plattner, 2002).

Si consideramos el 
 y lo definimos como la 

relación entre el cambio de temperatura y las emi-
siones acumuladas de carbono, encontramos un 
concepto sumamente útil en el proceso de diseño 
de políticas de mitigación del cambio climático. 
El CCR combina la incertidumbre asociada a la 
sensibilidad climática, los sumideros de carbono, 
y la retroalimentación carbono-clima en una sola 
cantidad; por lo tanto, dicho modelo nos permite 
inferir el cambio de temperatura media global 
inducido por el CO2, directamente a partir de las 
emisiones acumuladas (Matthews, Gillett, Stott 
and Zickfeld, 2009).

Según, Nordhaus (2019), los mercados 
privados poseen un cierto grado de incapacidad 
para asignar eficientemente los recursos; una 
consecuencia directa de ello, es que la humanidad 
continuará padeciendo graves problemas ambien-
tales producto de las consecuencias antropogénicas 
inherentes a esas   En realidad, 
para los mercados privados puede existir un tipo 
aproximado de eficiencia económica, pero sólo de 
carácter temporario, ya que la ganancia normal 
o extraordinaria, según corresponda, sólo es una 
cuestión relativa, es una cuestión espacio-temporal. 

La verdadera eficiencia general de una econo-
mía sostenible, es aquella que persiste en un hori-
zonte espacio-temporal lo suficientemente exten-
so, producto del efecto sinérgico de la conjunción 
sistémica entre eficiencia económica, energética, 
ambiental, y social. Esta eficiencia generalizada 
en la lucha contra el cambio climático, sólo es 
posible bajo la unificación de políticas, criterios y 
metodologías, que permitan establecer relaciones 
de reciprocidad contemplando la heterogeneidad 
imperante en la universalidad de actores, sistemas 
de preferencias y necesidades existentes en la 
Sociedad.

Desde esta perspectiva, algunos autores 
como Nordhaus (1992), proponen un modelo de 
equilibrio general intertemporal de crecimiento 
económico y cambio climático, con el fin de inves-
tigar sobre la existencia de enfoques alternativos 
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que nos permitan frenar el avance inminente del 
cambio climático.

Es importante analizar el impacto de un siste-
ma de incentivos sobre los mercados y la eficiencia 
general de la economía, con el objeto de reducir las 
emisiones de carbono. En qué medida cambia el 
crecimiento económico, ante diferentes políticas, 
tales como: impuestos al carbono, impuestos a los 
combustibles, impuestos para constituir Fondos de 
EE, o esquemas de comercio de emisiones (ETS-
por su sigla en inglés).

En Dissanayake, Mahadevan and Asafu-Ad-
jaye (2020), se observa que la instrumentación 
de un impuesto al combustible permite un cre-
cimiento de la economía en un gran país emisor 
como Indonesia, en el orden del 0,29% para el año 
2030; no obstante, el impuesto al carbono y el ETS, 
si bien reducen el crecimiento económico en una 
cifra cercana al 0,11%, poseen un menor impacto 
sobre los índices inflacionarios y los niveles de 
desempleo, y por ende, sobre la evolución de los 
salarios reales y los niveles de bienestar.

Además, el impuesto al carbono y el ETS, 
favorecen la captación de fondos de inversión ex-
tranjera directa hacia el desarrollo de mercados de 
bienes y servicios de la eficiencia energética y las 
energías renovables. En este sentido, por un lado, 
es necesario evaluar correctamente el impacto de 
estos fondos sobre los niveles de actividad econó-
mica a corto, mediano y largo plazo, y analizar sus 
implicancias sobre los mercados energéticos y el 
nivel de emisiones; y, por otro lado, es convenien-
te determinar aquellos mecanismos y sistemas de 
políticas públicas que mejor se ensamblan a los 
procesos de adaptación y mitigación del cambio 
climático (Fosten, 2019).

Siguiendo este enfoque, para Carpio y Co-
viello (2013), no menos trascendente resulta con-
siderar la existencia de varios factores de origen 
político, institucional, cultural, tecnológico, econó-
mico, etc. que pueden restringir fuertemente no 
sólo la implementación de políticas basadas en la 
fijación del precio del carbono, sino el desarrollo 
de un mercado de bienes y servicios de la eficiencia 
energética, tales como: la oposición de los sectores 
industriales con una concentración de activos que 
perderían un valor considerable con tales políticas; 

la naturaleza de la acción colectiva de los esfuerzos 
de mitigación del clima; fallas del agente-principal; 
y una baja disposición a pagar por la mitigación 
del clima por parte de los ciudadanos (free-riders) 
(Jenkins, 2014). Desde esta perspectiva, es nece-
sario considerar y evaluar otros instrumentos de 
política climática más innovadores que permitan 
unificar criterios políticos, económicos, ambienta-
les y sociales.

 .

Si bien el concepto de eficiencia energética 
era conocido, la apertura del debate público se 
inicia con la  en el año 1973. A 
partir de allí se empieza a tomar consciencia sobre 
la limitación física de los recursos fósiles prove-
niente por causas naturales, económicas y/o polí-
ticas (Gómez, Sella Piedrabuena y Mathé, 2013).

A partir de esta crisis se destinaron numero-
sos recursos para el desarrollo de nuevas fuentes 
de energía, lo que permitió un mayor impulso de 
las fuentes renovables, no obstante, dicha medida 
no tuvo la fuerza deseada debido al descubrimien-
to de nuevas reservas de recursos fósiles.

Por otra parte, la exposición pública del físico 
James E. Hansen en la década de 1980, en el Con-
greso de los EE.UU., exponiendo sobre el impacto 
de las actividades antropogénicas y sus efectos en 
el medio ambiente y el calentamiento global, abrió 
el debate político sobre la . 

El artículo científico de Jansen en 1981 junto 
a Johnson, Lacis, Lebedeff, Lee, Rind y Russell, 
demuestra que la temperatura global había au-
mentado 0,2°C entre mediados de 1960 y 1980, 
generando un calentamiento de 0,4°C en el siglo 
XX. En este sentido, se puede establecer una 

 entre los incrementos 
del dióxido de carbono atmosférico y la tem-
peratura global. En este trabajo se adelantan los 
efectos potenciales sobre el clima en el siglo XXI, 
que incluyen la creación de regiones propensas a 
sequías en América del Norte y Asia central, como 
parte de un cambio de zonas climáticas.



Actualidad Económica                      Año XXXI,   Nº 105 – Septiembre / Diciembre 2021
ISSN 2250-754X en línea

29

1. Fecha de sanción: 07 de diciembre de 1993; Fecha de 
Publicación en el B.O.: 11 de enero de 1994.

2. Fecha de sanción: 20 de junio de 2001; Fecha de Publi-
cación en el B.O.: 19 de julio de 2001.

El es un acuerdo inter-
nacional vinculado a la 

, aprobada en la ciudad de Nueva York (EE.
UU.) el 9 de mayo de 1992, que compromete a las 
Partes mediante el establecimiento de objetivos 
de reducciones de emisiones vinculantes a nivel 
internacional. El Protocolo reconoce que los países 
desarrollados y con un elevado grado de industria-
lización, son los principales responsables de los 
más elevados niveles de emisiones de GEI en la 
atmósfera, como resultado de más de 150 años de 
actividad industrial. En este sentido, dicho acuerdo 
impone una responsabilidad más importante a los 
principales países emisores de carbono, bajo el 
principio 

.

El Protocolo fue adoptado en Kyoto -Japón- 
el 11 de diciembre de 1997, y entró en vigor el 16 
de febrero de 2005. Las normas detalladas para la 
aplicación del mismo fueron adoptadas en la 

 
en Marrakech -Marruecos- en el año 2001, y se le 
reconoce como 

En lo que respecta al primer período de com-
promiso (2008-2012), 37 países industrializados 
y la Comunidad Europea se comprometieron a 
reducir las emisiones de GEI a un promedio del 
5% en relación a los niveles de emisión del año 
1990. Respecto al segundo período de compromiso 
(2013-2020), las Partes asumieron la responsabi-
lidad de reducir sus emisiones al menos un 18% 
por debajo de los niveles de 1990. 

En el año 1994, la República Argentina a tra-
vés de la ley 24.295 aprueba la Convención Marco 
de las Naciones Unidas sobre el Cambio Climáti-
co1, y mediante la ley 25.438 aprueba el Protocolo 
de Kyoto de la CMNUCC en el año 20012.

Respecto a la relación existente entre el 
Protocolo de Kyoto y las políticas de Eficiencia 

Energética, sólo mencionaremos los puntos más 
importantes; los mismos son los siguientes.

El art. N° 2 punto 1) hace referencia a la pro-
moción del desarrollo sostenible y al cumplimien-
to de los compromisos cuantificados de limitación 
y reducción de emisiones, conforme al art. N° 3, 
de forma tal que, en el inciso a) se instruye a las 
Partes a seguir elaborando políticas y medidas de 
conformidad al contexto nacional de cada una de 
ellas: 

i) Fomento de la eficiencia energética en los secto-
res pertinentes de la economía nacional;

ii) Protección y mejora de sumideros y depósitos de 
gases de efecto invernadero no controlados por 
el Protocolo de Montreal, teniendo presente sus 
compromisos en virtud de los acuerdos inter-
nacionales pertinentes sobre medio ambiente: 
promoción de prácticas sostenibles de gestión 
forestal, la forestación y la reforestación;

iii) Promoción de modalidades agrícolas sosteni-
bles a la luz de las consideraciones del cambio 
climático;

iv) Investigación, promoción, desarrollo y aumen-
to del uso de formas nuevas y renovables de 
energía, de tecnologías de secuestro del dióxido 
de carbono y de tecnologías avanzadas y nove-
dosas que sean ecológicamente racionales;

v) Reducción progresiva o eliminación gradual 
de deficiencias del mercado, incentivos fisca-
les, exenciones tributarias y arancelarias y las 
subvenciones que sean contrarias al objetivo de 
la Convención, en todos los sectores emisores 
de gases de efecto invernadero y aplicación de 
instrumentos de mercado;

vi) Fomento de reformas apropiadas en los secto-
res pertinentes, con el fin de promover políticas 
y medidas que limiten o reduzcan las emisiones 
de gases de efecto invernadero no controlados 
por el Protocolo de Montreal;

vii) Medidas para limitar y/o reducir las emisiones 
de gases de efecto invernadero no controlados 
por el Protocolo de Montreal en el sector trans-
porte;

viii) Limitación y/o reducción de las emisiones de 
metano mediante su recuperación y utilización 
en la gestión de desechos, así como en la pro-
ducción, transporte y distribución de energía;
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El inciso b) de dicho artículo, nos hace re-
ferencia a la necesidad de cooperación entre las 
Partes, con el objeto de fomentar la eficacia indivi-
dual y global de las políticas. Un instrumento muy 
difundido, en un contexto de políticas de eficiencia 
energética basado en la cooperación energética 
recíproca, lo constituyen las redes de aprendizaje 
de la eficiencia energética (RdAEE), que permi-
ten intercambiar conocimientos, experiencias, 
información, recursos, etc. sobre la aplicación de 
sistemas de gestión de la energía (Camarda, 2019, 
2020).

Las políticas de EE se inician en la República 
Argentina en el año 1985 durante la presidencia 
del Dr. Raúl Ricardo Alfonsín, a través del Decreto 
N° 2247/85 que establece el 

 (Bourges, 
2013; Camarda, 2019). Dicho Programa, tenía una 
duración prevista de cinco años entre el período 
1985 - 1989.

Siguiendo a Camarda (2019), el URE poseía 
los siguientes fundamentos:

- Las relevancias de las funciones de un Estado 
moderno y el impacto de las políticas energé-
ticas.

- La necesidad del trabajo simultáneo sobre la 
oferta y demanda de energía para garantizar un 
suministro seguro y eficiente.

- La experiencia de las crisis energéticas mundia-
les del petróleo en 1973 y 1979.

- La intensidad energética de carácter incremental 
y progresiva.

- Asegurar el crecimiento económico y preservar 
la calidad de vida.

El Programa URE constaba de tres Subpro-
gramas. Los mismos eran los siguientes:

1.  el objetivo era 
incrementar la EE en todos los sectores con-
sumidores de energía (industria, transporte, 
residenciales y comerciales, agrícola).

2. Priorizaba la 

sustitución de combustibles escasos, en especial, 
derivados del petróleo por otros más abundan-
tes, como gas natural o renovables (etanol de 
biomasa). Además, promovía el reemplazo de 
combustibles importados por combustibles de 
origen nacional.

3. 
 Incluye varios objetivos, ta-

les como: a) garantizar el suministro energético 
a regiones carenciadas mediante tecnologías 
probadas ( ), b) desarrollar 
fuentes de energía alternativa (energía solar, 
eólica, geotérmica, biomasa y pequeños estable-
cimientos hidroeléctricos), y c) desarrollar nue-
vas tecnologías para ser aplicadas en el proceso 
de extracción de combustibles de yacimientos 
agotados por técnicas convencionales.

En lo que respecta a las actividades del sub-
programa , se desarro-
llaron desde procesos de sustitución de combus-
tibles hasta convenios y campañas de difusión en 
materia de educación e investigación sobre temas 
de energía y medio ambiente (Bouille, 1999; Ca-
marda, 2019).

A continuación, se cita un resumen de las 
actividades realizadas:

- Programas de sustitución de combustibles 
líquidos por gaseosos en el sector transporte, 
industria, generación de energía eléctrica, y 
sector terciario.

- Convenios con las provincias de Tucumán, Neu-
quén y Mendoza para fomentar programas de 
uso racional y eficiente de la energía.

- Convenios con Universidades (Universidad 
Tecnológica Nacional, Universidad Nacional de 
La Plata, Universidad Nacional de Tucumán y 
Universidad Nacional del Litoral), con el objeto 
de fomentar el desarrollo de la ciencia y la tec-
nología. 

- Creación de la Comisión de Enseñanza sobre el 
Uso Racional de la Energía (CESURE).

- Creación de Grupos de Estudio sobre Energía 
(G.E.S.E.) (UTN), con el fin de realizar diag-
nósticos de consumos de energía en pequeñas y 
medianas empresas. 
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- Campañas de difusión; podemos mencionar 
como ejemplo la campaña de la empresa Gas del 
Estado.

- Programas de capacitación URE en escuelas.

La gestión eficaz de los recursos ambientales 
internacionales requiere cooperación, y en la prác-
tica, la cooperación generalmente está codificada a 
través de 
(IEA, por su sigla en inglés) (Barret, 1994). Si-
guiendo esta lógica, el 12 de diciembre de 2015, 
en la 21a Conferencia de las Partes (COP 21) de la 
Convención Marco de las Naciones Unidas sobre 
Cambio Climático (CMNUCC) celebrada en París, 
se logra un acuerdo trascendente en la lucha con-
tra el cambio climático. 

Así surge el denominado , el 
primer acuerdo universal jurídicamente vinculan-
te sobre el cambio climático, cuyo objetivo a largo 
plazo es mantener el aumento de la temperatura 
media mundial por debajo de los 2°C respecto a 
los niveles preindustriales, y realizar los esfuerzos 
necesarios para limitar el aumento a 1,5°C.

Las 
, son las acciones 

que todos los países que conforman parte de la 
CMNUCC deberán llevar a cabo para intensificar 
sus acciones contra el cambio climático.

Según Korkmaz, Gardumi, Avgerinopoulos, 
Blesl and Fahl (2020), los actores fuertes de este 
proceso deberán realizar importantes modificacio-
nes en sus estructuras económicas y energéticas, 
por ejemplo, la Unión Europea requiere de una 
gran transición de su sistema energético para 
cumplir con los objetivos de descarbonización. 
Este proceso de transición requiere una reducción 
de las emisiones de gases de efecto invernadero de 
por lo menos un 80% con respecto a los niveles de 
1990 para el año 2050. 

Los cambios en la arquitectura de políticas 
climáticas a nivel global (Clarke, Edmonds, Krey, 
Richels, Rose and Tavoni, 2009), requiere refor-
mas trascendentes en los sectores energéticos y 

productivos, y la implementación de un abordaje 
holístico y multidisciplinario que contemple la 
universalidad de actores, sistemas de preferencias, 
necesidades, riesgos, beneficios y oportunidades 
intersectoriales inmersas en dicha transición 
energética. 

Las pretensiones a alcanzar no son tan sim-
ples, recordemos que algunos informes oficiales 
demuestran que Alemania no alcanzará los ob-
jetivos previstos de reducción de emisiones para 
el año 2020, razón por la cual, la Comisión del 
Carbón se encuentra estudiando los efectos del 
cierre o neutralización de las capacidades de este 
recurso (Keles and Yilmaz, 2020). En estas con-
diciones, estabilizar la concentración de CO2 en 
la atmósfera a un nivel de 450 partes por millón 
(ppm), para mantener el aumento de la tempe-
ratura global por debajo de 2°C, requiere de una 
política climática ambiciosa (Blesl, Kober, Bruchof 
and Kuder, 2010).

En lo que respecta a la República Argentina, 
en el año 2016 a través de la Ley 27270 aprueba el 
Acuerdo de París , y en la  
se compromete a no superar la emisión neta de 
483 millones de toneladas de dióxido de carbono 
equivalente hasta el año 2030 (SSAyEE, 2017).

En el cumplimiento de estos objetivos, la Efi-
ciencia Energética cumple un rol protagónico para 
garantizar simultáneamente el abordaje de diver-
sos problemas: seguridad energética, crecimiento 
económico sostenible, competitividad industrial 
genuina y sustentable, descarbonización de la eco-
nomía, generación de empleo, descontaminación 
ambiental, entre otros (Camarda, 2020).

La aplicación de distintos instrumentos 
como, normas mínimas de estándares energéticos, 
etiquetado de EE, sistemas de gestión de la ener-
gía, desarrollo de redes de aprendizaje de la EE, 
programas de educación, capacitación y difusión, 
constituyen políticas claves en el desarrollo de una 
cultura basada en el uso racional y eficiente de la 
energía y en el cumplimiento de metas de ahorro 
energético y producción baja en carbono.

3. Fecha de Publicación en el B.O.: 19 de septiembre de 
2016.
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La Eficiencia Energética (EE) es un ins-
trumento muy útil y versátil, ya que permite 
incrementar la eficiencia intra e intersectorial, así 
como también la eficiencia general de la econo-
mía, a través del diseño de una matriz industrial a 
largo plazo caracterizada por el desarrollo de una 
competitividad sustentable. Además, permite a 
los gobiernos generar ahorro de divisas, producto 
de la reducción de inversiones en infraestructura 
energética y un menor nivel de importaciones de 
recursos energéticos (Camarda, 2017; IEA, 2015).

Por otro lado, la EE permite el desarrollo de 
otras externalidades positivas, como consecuencia 
directa de la reducción sistemática de las emisio-
nes de gases de efecto invernadero, y se constituye 
como una herramienta imprescindible en la ba-
talla contra el cambio climático, favoreciendo la 
protección del medio ambiente. Estos beneficios 
ambientales, también se transforman en benefi-
cios sociales, ya que permiten mejorar indicadores 
públicos de salud, como enfermedades cardiopul-
monares.

En este sentido, los ciudadanos pueden 
ejercer más plenamente el derecho a la salud 
y a un ambiente libre de gases nocivos para su 
desarrollo, además, cada consumidor/usuario de 
energía tiene la posibilidad de colaborar con el uso 
racional y eficiente de la energía, generando una 
disminución en el coste de energía facturada por 
espacio-tiempo.

Resulta importante destacar, que existen 
barreras importantes a superar por los formula-
dores de políticas de EE, para lograr transformar 
esta estrategia en capacidad instalada potencial 
de ahorro energético. Algunas barreras, del baró-
metro de la energía, son las siguientes: educación 
del consumidor, regulación, falta de información, 
formación deficiente, costes elevados, desarrollo 
local débil, subsidio a los combustibles, y falta de 
acceso (OLADE, 2019a).

Según los autores Camarda (2017, 2019) y 
Carpio y Coviello (2013), podríamos agregar otras 
restricciones, tales como: fragilidad institucional 

y política, características del sistema tarifario y 
de subsidios energéticos, escaso financiamiento, 
escaso/nulo desarrollo de un mercado de bienes y 
servicios de la EE, y desarrollo tecnológico débil. 

Si bien se considera a la EE una estrategia 
adecuada para conseguir múltiples beneficios, aún 
posee una capacidad ociosa muy elevada, producto 
del potencial enorme que posee y no es aprove-
chado correctamente por los gobiernos a nivel 
mundial.

De acuerdo a OLADE (2019b), se estima 
que dos tercios del potencial mundial de eficien-
cia energética aún no han sido explotados, ello 
representaría más de 4.000 Mtep  en industria 
y transporte, más de 5.000 Mtep en el sector de 
la construcción , y alrededor de 2.000 Mtep en el 
sector energético.

Si bien las inversiones en eficiencia energé-
tica a nivel mundial se incrementaron un 6% en 
el año 2015, superando los USD 220 mil millones 
y representando el 12% de las inversiones totales 
en energía, la tasa global de intensidad energética 
ha mejorado solamente un 0,6% respecto a la 
década anterior (OLADE, 2019b), siendo estas 
cifras bastante escasas en relación con el objetivo 
de Energía Sostenible para Todos (SE4ALL) fijado 
en un 2,6%.

A pesar de que existen importantes inver-
siones en el sector de la construcción, en especial 
en el rubro edificios (incluidos aparatos electro-
domésticos), transporte e industria, no se logran 
las inversiones globales suficientes para poder dar 
cumplimiento a los objetivos del Acuerdo de París 
(OLADE, 2019b).

Recomendaciones de expertos en EE, sugie-
ren inversiones cercanas a USD 550 mil millones 
anuales hasta el año 2030 para limitar la tem-
peratura global en 2°C, un valor que representa 
más del doble de lo que el mundo invertía en los 
últimos años.
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Según la SSERyEE (2019), la EE es una fuen-

te de divisas para los gobiernos porque reduce las 
necesidades de inversión en infraestructura ener-
gética y las erogaciones de dinero vinculadas a las 
importaciones de energía. En consecuencia, para 
cumplimentar las contribuciones nacionalmente 
determinadas en la COP 21 de París, Argentina 

se propuso implementar una serie de medidas in-
volucradas a la gestión de sus recursos naturales. 
Respecto a las propuestas de eficiencia energética, 
el objetivo es reducir un 10,2% la demanda ener-
gética hacia el año 2030, respecto a las previsiones 
actuales (Gráfico 1).

Se estima que el potencial de energía aho-
rrada en el período 2018-2030, asciende a 59.633 
Ktep, representando el 100% de la demanda ener-
gética anual del año 2017, esto es 56.395 Ktep.

Gráfico 1: Proyección de Ahorro Energético para la República Argentina (2018-2030)

Fuente: Elaboración propia en base a SSERyEE (2019).

Cuadro 1: Distribución de la Eficiencia Energética por sectores y subsectores 
para la República Argentina (2017-2030)

Fuente: Elaboración propia en base a SSERyEE (2019).
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El sector de consumo final de energía que 
mayor ahorro energético generará, de acuerdo a 
previsiones de la SSERyEE (2019), es el sector 
residencial (46%), seguido del sector industria 
(22%), transporte (21%), educación y comunica-
ción (7%), sector público (4%) (Cuadro 1).

Dentro del rubro sector público, el alumbra-
do público implicó una adecuación de los niveles 
lumínicos de acuerdo con la normativa vigente y 
el recambio de luminaria por tecnología LED más 
eficiente en vía pública de municipios y rutas. 
Esta medida afectó a un total de 68 jurisdicciones, 
generando un ahorro energético de 60 GWh/año, 
el equivalente al consumo promedio de 16.000 
hogares argentinos (SSAyEE, 2018).

La calidad e impronta observada en la gestión 
de los recursos energéticos constituyen la fiel 
expresión de los asuntos de interés público que 
importan a una República.

El avance inminente del cambio climático 
obliga a establecer relaciones de reciprocidad 
entre los gobiernos de los diferentes países, bus-
cando soluciones expeditas a la diversa gama de 
problemas que se presentan en las economías y 
sociedades del mundo. 

Por un lado, se necesitan establecer mecanis-
mos de cooperación y coordinación entre el sector 
gubernamental, el sector privado, organismos no 
gubernamentales, el sector de conocimientos y 
la sociedad civil, en pos de incrementar las siner-
gias en la evaluación de alternativas de modelos 
de desarrollo sostenible; y, por otro lado, estos 
modelos de desarrollo deberían incorporar todas 
aquellas variables que realmente representan una 
incidencia significativa sobre el cambio climático, 
con el fin de reducir los efectos no deseados de la 
incertidumbre energética.

En cuanto al diseño de mecanismos que 
operan en un modelo de crecimiento sostenible 
bajo en carbono, deberían complementarse las 
herramientas que nos brinda la teoría económica, 

con aquellos instrumentos que provienen de otras 
ramas de las ciencias, como las ciencias naturales, 
que tienen por objeto explicar la influencia de las 
fuerzas de la naturaleza y el universo sobre el 
clima, los territorios y la economía.

En este contexto, las políticas basadas en el 
uso racional y eficiente de la energía constituyen 
una variante de un esquema energético y produc-
tivo, con miras a acelerar la penetración de fuentes 
de energía limpia, la utilización inteligente de la 
energía, la reducción de la intensidad energética 
y el nivel de emisiones de gases de efecto inver-
nadero.

Si bien la República Argentina hace treinta 
y cinco años se iniciaba con el uso racional de la 
energía, es necesario que las políticas de eficiencia 
energética se consoliden como una política de Es-
tado, que colabore no sólo con el cumplimiento del 
Acuerdo de París, sino también, con un modelo de 
país, basado en un desarrollo económico genuino, 
equitativo y sostenible en el tiempo.
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